DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Piedras Negras, mediante el cual solicita que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso y a favor de Arrendadora de Centros Comerciales, S. De R. L., dos fracciones de vialidad cuya desincorporación se autorizó en el Decreto Número 67, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado número 68, de fecha 26 de agosto de 2003. 

RESULTANDO

PRIMERO. Con fecha 9 de septiembre del año 2003, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Piedras Negras, para que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso y a favor de Arrendadora de Centros Comerciales, S. De R. L., dos fracciones de vialidad cuya desincorporación se autorizó en el Decreto Número 67, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado número 68, de fecha 26 de agosto de 2003. 

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, así mismo el último párrafo del artículo 278 del Código Financiero señala que .... tratándose de la enajenación de inmuebles de dominio privado del Ayuntamiento, sea a título oneroso o gratuito, se requerirá del acuerdo de autorización de las dos terceras partes de sus miembros, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.
TERCERO. Que, por su parte el artículo 273 en su tercer párrafo señala que: El Congreso del Estado podrá invalidar las resoluciones de los Ayuntamientos en los casos en que dicten resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al municipio por un plazo mayor al período del ayuntamiento, cuando dejen de observar o contravengan las disposiciones aplicables. En estos casos, el Ayuntamiento dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución de que se trate, deberá enviarla al Congreso del Estado, el cual dentro de los treinta días naturales siguientes determinará su validez o invalidez de acuerdo con las disposiciones aplicables.
CUARTO. Que de las constancias que se anexan al expediente, se advierte que en el  Municipio de Piedras Negras, se localizan dos vialidades ubicadas entre las calles  de Vista Hermosa y Dr. Lázaro Benavides, con una superficie de 3,298.30 M2. 

QUINTO. Que, así mismo, se acompaña copia certificada del acta de la sesión de cabildo de fecha 29 de agosto del 2003, en la que se contiene el acuerdo conforme al cual se decidió por las dos terceras partes de los miembros integrantes del Cabildo autorizar la enajenación a título oneroso a favor de Arrendadora de Centros Comerciales, S. de R. L. de C. V.

El objeto de la validación del acuerdo de enajenación a favor de Arrendadora de Centros Comerciales, S. de R. L. de C. V., es el de establecer un centro comercial. 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, para enajenar a título oneroso a favor de Arrendadora de Centros Comerciales, S. de R. L. de C. V., dos fracciones de vialidad con una superficie de 3,298.30 M2. 

Las mencionadas fracciones de vialidad se identifican de la siguiente manera:

Fracción 1 de norte a sur con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
En 16.40 metros y colinda con avenida Lázaro Benavides.

Al Sur:
En 13.00 metros y colinda con propiedad de la Familia Juaristi.

Al Oriente:
En 122.50 metros y colinda con propiedad particular.

Al Poniente:
En 112.50 metros y colinda con propiedad particular. 

Fracción 2 vialidad de oriente a poniente con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
En 135.30 metros y colinda con propiedad particular.

Al Sur:
En 137.13 metros y colinda con propiedad particular. 

Al Poniente:
En 13.00 metros y colinda con propiedad particular.

Al Oriente:
En 13.13 metros y colinda con calle Dr. Alonso Rodríguez Cárdenas.

SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberán formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

TERCERO. En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el tiempo que dure el ejercicio constitucional de la administración municipal 2003-2005, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble. 

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 19 de septiembre del 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa

Coordinador

Dip. Gabriel Ramos Rivera

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal
Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Torreón, mediante el cual solicita que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso y a favor de los señores Alfonso Alvarado Gaona y Rosa Leonor Herrera de Alvarado, un área vial en desuso ubicada en Avenida Jamaica, entre Calle Venezuela y la Barda Perimetral del Campo Militar la Joya.

RESULTANDO

PRIMERO. Con fecha 19 de agosto del año 2003, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Torreón, para que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso a favor de los señores Alfonso Alvarado Gaona y Rosa Leonor Herrera de Alvarado, un área vial en desuso ubicada en Avenida Jamaica, entre Calle Venezuela y la Barda Perimetral del Campo Militar la Joya.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, así mismo el último párrafo del artículo 278 del Código Financiero señala que .... tratándose de la enajenación de inmuebles de dominio privado del Ayuntamiento, sea a título oneroso o gratuito, se requerirá del acuerdo de autorización de las dos terceras partes de sus miembros, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.
TERCERO. Que, por su parte el artículo 273 en su tercer párrafo señala que: El Congreso del Estado podrá invalidar las resoluciones de los Ayuntamientos en los casos en que dicten resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al municipio por un plazo mayor al período del ayuntamiento, cuando dejen de observar o contravengan las disposiciones aplicables. En estos casos, el Ayuntamiento dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución de que se trate, deberá enviarla al Congreso del Estado, el cual dentro de los treinta días naturales siguientes determinará su validez o invalidez de acuerdo con las disposiciones aplicables.
CUARTO. Que de las constancias que se anexan al expediente, se advierte que en el  Municipio de Torreón, se localiza un bien inmueble propiedad municipal, ubicado en Avenida Jamaica entre la Calle Venezuela y la Barda Perimetral del Campo Militar La Joya, con una superficie de 268.25 M2. 

QUINTO. Que, así mismo, se acompaña copia certificada del acta de la sesión de cabildo de fecha 15 de noviembre de 2002 en la que se contiene el acuerdo conforme al cual se decidió por las dos terceras partes de los miembros integrantes del Cabildo autorizar la enajenación a título oneroso de un bien inmueble propiedad municipal, a favor de los señores Alfonso Alvarado Gaona y Rosa Leonor Herrera de Alvarado.

El objeto de la validación es el de enajenarla a título oneroso a favor de los señores Alfonso Alvarado Gaona y Rosa Leonor Herrera de Alvarado.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, para enajenar a título oneroso a favor de los señores Alfonso Alvarado Gaona y Rosa Leonor Herrera de Alvarado, un bien inmueble ubicado en Avenida Jamaica entre la calle Venezula y Campo Militar La Joya, cuya superficie es de 268.25 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte: 
En 14.50 metros colindando con Campo Militar.

Al Sur:
En 14.50 metros colindando con Avenida Venezuela.

Al Oriente: 
En 18.50 metros colindando con Lote L Manzana 6.

Al Poniente:
En 18.50 metros colindando con Lote 15 Manzana 5 (Propiedad del Solicitante)

El objeto de la validación es el de enajenarla a título oneroso a favor de los señores Alfonso Alvarado Gaona y Rosa Leonor Herrera de Alvarado. 
SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Torreón, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberán formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

TERCERO. En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el plazo de doce meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente  decreto, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, Agosto 27, 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa

Coordinador

Dip. Gabriel Ramos Rivera

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal
Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Torreón, mediante el cual solicita que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso y a favor de Jesús Cabrales Luévanos, un predio ubicado en un área vial en desuso de la Calzada Xochimilco de la Colonia Carolinas de la ciudad de Torreón.

RESULTANDO

PRIMERO. Con fecha 2 de septiembre del año 2003, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Sacramento, Coahuila, para que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso y a favor de Jesús Cabrales Luévanos, un predio ubicado en un área vial en desuso de la Calzada Xochimilco de la Colonia Carolinas de la ciudad de Torreón.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, así mismo el último párrafo del artículo 278 del Código Financiero señala que .... tratándose de la enajenación de inmuebles de dominio privado del Ayuntamiento, sea a título oneroso o gratuito, se requerirá del acuerdo de autorización de las dos terceras partes de sus miembros, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.
TERCERO. Que, por su parte el artículo 273 en su tercer párrafo señala que: El Congreso del Estado podrá invalidar las resoluciones de los Ayuntamientos en los casos en que dicten resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al municipio por un plazo mayor al período del ayuntamiento, cuando dejen de observar o contravengan las disposiciones aplicables. En estos casos, el Ayuntamiento dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución de que se trate, deberá enviarla al Congreso del Estado, el cual dentro de los treinta días naturales siguientes determinará su validez o invalidez de acuerdo con las disposiciones aplicables.
CUARTO. Que de las constancias que se anexan al expediente, se advierte que en el  Municipio de Torreón, se localiza un bien inmueble propiedad municipal, ubicado en el área vial en desuso de la Calzada Xochimilco a 24.00 metros de la calle Francisco Márquez de la colonia Carolinas con una superficie de 107.38 M2.

QUINTO. Que, así mismo, se acompaña copia certificada del acta de la sesión de cabildo de fecha 15 de noviembre del 2002, en la que se contiene el acuerdo conforme al cual se decidió por las dos terceras partes de los miembros integrantes del Cabildo autorizar la enajenación a título oneroso a favor del señor Jesús Cabrales Luévanos.

El objeto de la validación es el de enajenarla a título oneroso a favor del señor Jesús Cabrales Luévanos. 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, para enajenar a título oneroso a favor del C. Jesús Cabrales Luévanos, un bien inmueble cuya superficie es 107.38 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte: 
En 16.52 metros colindando con Clínica 66 del IMSS.

Al Sur: 
En 16.52 metros colindando con Calzada Xochimilco.

Al Oriente:
En 6.50 metros colindando con área vial de la Calzada Xochimilco.

Al Poniente:
En 6.50 metros colindando con área vial de la Calzada Xochimilco.

SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Torreón, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberán formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

TERCERO. En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el plazo de doce meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente  decreto, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, Agosto 27, 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa

Coordinador

Dip. Gabriel Ramos Rivera

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal
Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Torreón, mediante el cual solicita que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso y a favor del señor Miguel Cháirez Mena, un predio ubicado en un área vial en desuso de la Calzada Xochimilco de la Colonia Carolinas de la ciudad de Torreón.

RESULTANDO

PRIMERO. Con fecha 19 de agosto del año 2003, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Torreón, para que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso y a favor del señor Miguel Cháirez Mena, un predio ubicado en un área vial en desuso de la Calzada Xochimilco de la Colonia Carolinas de la ciudad de Torreón.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, así mismo el último párrafo del artículo 278 del Código Financiero señala que .... tratándose de la enajenación de inmuebles de dominio privado del Ayuntamiento, sea a título oneroso o gratuito, se requerirá del acuerdo de autorización de las dos terceras partes de sus miembros, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.
TERCERO. Que, por su parte el artículo 273 en su tercer párrafo señala que: El Congreso del Estado podrá invalidar las resoluciones de los Ayuntamientos en los casos en que dicten resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al municipio por un plazo mayor al período del ayuntamiento, cuando dejen de observar o contravengan las disposiciones aplicables. En estos casos, el Ayuntamiento dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución de que se trate, deberá enviarla al Congreso del Estado, el cual dentro de los treinta días naturales siguientes determinará su validez o invalidez de acuerdo con las disposiciones aplicables.
CUARTO. Que de las constancias que se anexan al expediente, se advierte que en el  Municipio de Torreón, se localiza un bien inmueble propiedad municipal, ubicado en el área vial en desuso de la Calzada Xochimilco de la Colonia Carolinas, con una superficie de 156.00 M2.

QUINTO. Que, así mismo, se acompaña copia certificada del acta de la sesión de cabildo de fecha 15 de noviembre del 2002, en la que se contiene el acuerdo conforme al cual se decidió por las dos terceras partes de los miembros integrantes del Cabildo autorizar la enajenación a título oneroso a favor del señor Miguel Cháirez Mena.

El objeto de la validación del acuerdo de enajenación a favor del C. Miguel Cháirez Mena es el de regularizar la tenencia de la tierra y resolver un problema de carácter social. 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, para enajenar a título oneroso a favor del C. Miguel Cháirez Mena, un bien inmueble cuya superficie es de 156.00 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Nor-Oriente: 
En 24.00 metros colindando con Clínica 66 del IMSS.

Al Sur-Poniente: 
En 24.00 metros colindando con Calzada Xochimilco.

Al Nor-Poniente:
En 6.50 metros colindando con Calzada Francisco Márquez.

Al Nor-Oriente:
En 6.50 metros colindando con Calzada Xochimilco.

SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Torreón, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberán formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

TERCERO. En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el plazo de doce meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente  decreto, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, Agosto 27, 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa

Coordinador

Dip. Gabriel Ramos Rivera

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal
Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, en relación al escrito que suscribe el C. Javier Martínez Aguilera, mediante el cual presenta denuncia en contra del Presidente Municipal de Matamoros, Coahuila, por violación de las garantías individuales de los ciudadanos de dicho municipio, solicitándose se lleven a cabo las diligencias necesarias, para que en su oportunidad se determine lo que a derecho corresponda.

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 19 de Agosto del año 2003, se dio cuenta del escrito que suscribe el C. Javier Martínez Aguilera, mediante el cual presenta denuncia en contra del Presidente Municipal de Matamoros, Coahuila, por violación de las garantías individuales de los ciudadanos de dicho municipio, solicitándose se lleven a cabo las diligencias necesarias, para que en su oportunidad se determine lo que a derecho corresponda.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó el expediente a esta Comisión, para los efectos legales procedentes.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de acuerdo con lo previsto por los artículos 41 y 42, apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que se anexa al presente dictamen formando parte del mismo, el escrito que presenta el C. Javier Martínez Aguilera, el cual se tiene íntegramente por reproducido. 

TERCERO. De conformidad con el Título Sexto de la Constitución Política del Estado y los artículos 1º fracción III, 4º, 5º, 6º, 7º, 29, 30, 51, 54 y 59 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales, existen tres clases de responsabilidades en que puede incurrir un servidor público con motivo o en el ejercicio de sus funciones; la “política”, la “penal” y la “administrativa”.

Que el Congreso es competente para conocer de la responsabilidad “política” y, además, para resolver la “Declaratoria de Procedencia en Materia Penal” a efecto de separar a ciertos servidores públicos de su encargo, previo el procedimiento correspondiente.

CUARTO. Que los artículos 163 de la Constitución Política del Estado y el artículo 6° y 31 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales señala quienes son los servidores públicos que pueden ser sujetos a juicio político, o bien para proceder penalmente en contra de ellos, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo.

QUINTO. Ahora bien, la persona a quien el denunciante se refiere en su escrito, efectivamente se encuentra dentro de los servidores públicos que pueden ser sujetos de juicio político o bien para que este Congreso conozca de un procedimiento para la declaratoria de procedencia en materia penal, más sin embargo es preciso destacar que para proceder a instaurar juicio político en contra de un servidor público, es necesario que exista denuncia de actos u omisiones del servidor público mismos que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen desempeño, y que además esos actos encuadren en cualquier supuesto previsto en el artículo 8 de la citada ley,   lo que en el caso concreto no se especifica, ya que el denunciante sólo se concretan en señalar que el Presidente Municipal ha incurrido en conductas constitutivas de responsabilidad toda vez que ha estado avalando la conducta deshonesta del Delegado de Tránsito y Vialidad, quien utiliza el cargo que ostenta para elaborar sin facultad ni autorización alguna permisos para circular sin placas.

De lo anterior se deriva la improcedencia de la petición que hace el denunciante, en el sentido de que este Congreso le finque juicio político al Presidente Municipal de Matamoros con base en el escrito de denuncia que presenta.

SEXTO. En efecto, es insuficiente la sola denuncia para que este Congreso pueda proceder a incoar un juicio político a un Presidente Municipal, ya que es indispensable que previamente se reúnan los supuestos previstos en la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos, y tener medios de prueba eficaces a fin de determinar si es procedente la denuncia y si esta cumple con las formalidades esenciales que contempla el artículo 14 de la citada ley. Sin que en el caso concreto se haya cumplido con ninguna de esas condiciones previas.      

En consecuencia, si la denuncia incumple los requisitos que exigen los artículos 14 y 30 de la ley en consulta, ésta debe ser estimada improcedente por esta Comisión, según lo dispone el tercer párrafo del citado artículo 14 de la referida ley, al omitirse las condiciones de procedibilidad para la instauración de dicho juicio. 

SÉPTIMO. Ahora bien este Congreso respetuoso del marco jurídico constitucional y de los ordenamientos que regulan la vida interna de los municipios, considera necesario hacer una atenta recomendación al Presidente Municipal de Matamoros, Coahuila, a efecto de que en la medida de su competencia, pueda atender a la solicitud del C. Javier Martínez Aguilera.

Por los motivos, razones y fundamentos expuestos, ésta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales con fundamento en los artículos 163 de la Constitución Política del Estado y el artículo 6° y 31 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales somete para su discusión y en su caso aprobación el siguiente proyecto de:

D I C T A M E N 

PRIMERO. Por los razonamientos expuestos y fundados en los considerandos de este dictamen se determina que la denuncia interpuesta en contra del Presidente Municipal de Matamoros, Coahuila; es improcedente, así mismo este Congreso respetuoso del marco jurídico constitucional y de los ordenamientos que regulan la vida interna de los municipios, considera necesario hacer una atenta recomendación al Presidente Municipal de Matamoros, Coahuila, a efecto de que en la medida de su competencia, pueda atender a la solicitud del C. Javier Martínez Aguilera. 

SEGUNDO. Comuníquese el presente dictamen al Presidente Municipal de Matamoros, Coahuila, así como al C. Javier Martínez Aguilera, mediante copia certificada del mismo, la cual será enviada vía correo certificado por conducto de Oficialía Mayor de este Congreso, al domicilio que ocupa la Presidencia Municipal y al C. Javier Martínez Aguilera al domicilio ubicado en Avenida Hidalgo número 21 Oriente en la ciudad de Matamoros, Coahuila.

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Támez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, Diputado Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila septiembre 8 del año 2003.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza

Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal
Dip. Luis Fernando Salazar Fernández

Dip. Jesús de León Tello

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, en relación al escrito que suscribe el C. Javier Martínez Aguilera, mediante el cual presenta denuncia en contra del Delegado de Tránsito Municipal de Matamoros, Coahuila cuya conducta afecta la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que debe observar en el desempeño de su cargo.

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 19 de Agosto del año 2003, se dio cuenta del escrito que suscribe el C. Javier Martínez Aguilera, mediante el cual presenta denuncia en contra del Delegado de Tránsito Municipal de Matamoros, Coahuila cuya conducta afecta la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que debe observar en el desempeño de su cargo.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la mesa directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó el expediente a esta Comisión, para los efectos legales procedentes.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de acuerdo con lo previsto por los artículos 41 y 42, apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que se anexa al presente dictamen formando parte del mismo, el escrito que presenta el C. Javier Martínez Aguilera, el cual se tiene íntegramente por reproducido. 

TERCERO. De conformidad con el Título Sexto de la Constitución Política del Estado y los artículos 1º fracción III, 4º, 5º, 6º, 7º, 29, 30, 51, 54 y 59 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales, existen tres clases de responsabilidades en que puede incurrir un servidor público con motivo o en el ejercicio de sus funciones; la “política”, la “penal” y la “administrativa”.

Que el Congreso es competente para conocer de la responsabilidad “política” y, además, para resolver la “Declaratoria de Procedencia en Materia Penal” a efecto de separar a ciertos servidores públicos de su encargo, previo el procedimiento correspondiente.

CUARTO. Que los artículos 163 de la Constitución Política del Estado y el artículo 6° y 31 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales señala quienes son los servidores públicos que pueden ser sujetos a juicio político, o bien para proceder penalmente en contra de ellos, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo.

QUINTO. Ahora bien, la persona a quien el denunciante se refiere en su escrito, no se encuentra dentro de los servidores públicos que pueden ser sujetos de juicio político o bien para que este Congreso conozca de un procedimiento para la declaratoria de procedencia en materia penal.

SEXTO. Por otra parte, es preciso destacar que es si bien es cierto el denunciante acudió en primera instancia al Presidente Municipal, a quien mediante diversos escritos de fecha 17 de mayo y 6 de junio del año 2003, le hizo del conocimiento la actuación del Delegado de Tránsito y Vialidad, sin que hasta el momento se advierta que la petición del denunciante haya sido atendida, por lo que al ser interés de este Congreso impulsar el respeto a los derechos humanos en nuestro Estado, no obstante que de conformidad con los artículos 2, 3, 51 y 59 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en relación con el artículo 50 de Código Municipal, se confiere al ayuntamiento la facultad de incoar juicio de responsabilidad administrativa a sus servidores públicos, esta Comisión respetuosa del marco jurídico constitucional y de los ordenamientos que regulan la vida interna de los municipios, considera necesario hacer una atenta recomendación al Presidente Municipal de Matamoros, Coahuila, a efecto de que en la medida de su competencia, pueda atender a la solicitud del C. Javier Martínez Aguilera. 

Por los motivos, razones y fundamentos expuestos, ésta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales con fundamento en los artículos 163 de la Constitución Política del Estado y el artículo 6° y 31 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales somete para su discusión y en su caso aprobación el siguiente proyecto de:

D I C T A M E N 

PRIMERO. Por los razonamientos expuestos y fundados en los considerandos de este dictamen se determina que la denuncia interpuesta en contra del Delegado de Tránsito y Vialidad de Matamoros, Coahuila; es improcedente, así mismo este Congreso respetuoso del marco jurídico constitucional y de los ordenamientos que regulan la vida interna de los municipios, considera necesario hacer una atenta recomendación al Presidente Municipal de Matamoros, Coahuila, a efecto de que en la medida de su competencia, pueda atender a la solicitud del C. Javier Martínez Aguilera. 

SEGUNDO. Comuníquese el presente dictamen al Presidente Municipal de Matamoros, Coahuila, así como al C. Javier Martínez Aguilera, mediante copia certificada del mismo, la cual será enviada vía correo certificado por conducto de Oficialía Mayor de este Congreso, al domicilio que ocupa la Presidencia Municipal y al C. Javier Martínez Aguilera al domicilio ubicado en Avenida Hidalgo número 21 Oriente en la ciudad de Matamoros, Coahuila.

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Támez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, Diputado Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila septiembre 8 del año 2003.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza

Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal
Dip. Luis Fernando Salazar Fernández

Dip. Jesús de León Tello

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, en relación al oficio del  Presidente Municipal de Sabinas, Coahuila, mediante el cual envía un contrato de concesión del servicio de recolección de basura, celebrado entre dicho municipio y la Empresa Promotora Ambiental S. A., señalándose que dicho contrato se celebró por un  término de 20 años y que no fue ratificado ni sancionado en su tiempo por el Congreso del Estado, por lo que se requiere la opinión para saber si con motivo de las modificaciones al artículo 115 Constitucional y al Código Municipal del Estado de Coahuila, las concesiones que otorgue el municipio por más tiempo del período correspondiente, son válidas con el simple acuerdo del cabildo.

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 8 de julio del año 2003, se dio cuenta del oficio que remite el Presidente Municipal de Sabinas, Coahuila, mediante el cual envía un contrato de concesión del servicio de recolección de basura, celebrado entre dicho municipio y la Empresa Promotora Ambiental S. A., señalándose que dicho contrato se celebró por un  término de 20 años y que no fue ratificado ni sancionado en su tiempo por el Congreso del Estado, por lo que se requiere la opinión para saber si con motivo de las modificaciones al artículo 115 Constitucional y al Código Municipal del Estado de Coahuila, las concesiones que otorgue el municipio por más tiempo del período correspondiente, son válidas con el simple acuerdo del cabildo.

SEGUNDO. Que dicho documento se turnó a esta Comisión, para los efectos que resulten procedentes y;

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 41 y 42, apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que se anexan al presente dictamen formando parte del mismo, el oficio  que presenta el Presidente Municipal de Sabinas, Coahuila, mismo que se tiene íntegramente  reproducido.

TERCERO. Del análisis del documento esta Comisión advierte que es necesario revisar la legislación vigente al momento en que se celebró el aludido contrato de concesión, por lo que de la legislación en consulta se advierte que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 131 fracción XVIII de la Constitución Política se establecía que: Los ayuntamientos tienen las facultades y obligaciones siguientes: XVIII.- Otorgar concesiones, autorizaciones, permisos y licencias, respecto de los servicios públicos de su competencia, en los términos de los ordenamientos legales aplicables;

Por su parte el artículo 32 fracción XVI  del Código Municipal, vigente al momento en que se celebró el contrato disponía que: Los ayuntamientos tienen las facultades y obligaciones siguientes: Otorgar concesiones, autorizaciones, permisos y licencias, respecto de los servicios públicos de su competencia, en los términos de los ordenamientos legales aplicables;

Así mismo el artículo 149 del citado ordenamiento, señalaba que: Las concesiones para la prestación de servicios públicos por parte del Municipio sólo podrá otorgarse por el presidente municipal, previo acuerdo del cabildo, a personas físicas o morales de nacionalidad mexicana..........  el ayuntamiento podrá solicitar al ejecutivo del Estado la expropiación de bienes inmuebles o bien acordar la limitación de dominio, servidumbres u ocupación temporal de los bienes que se requieran para la prestación del servicio...

CUARTO. De los anteriores ordenamientos se advierte, que los ayuntamientos cuentan con la facultad para otorgar concesiones, y que en un momento dado, si se requiere de bienes inmuebles para quedar afectos a dicha concesión, se requerirá de la desincorporación de los mismos.     

QUINTO. Es necesario precisar que, la concesión que en su momento fue otorgada por el ayuntamiento del Municipio de Sabinas, Coahuila, se realizó en estricto apego a los ordenamientos antes aludidos, así mismo se advierte que para la concesión del servicio de limpieza, no se dispuso de bienes inmuebles propiedad del municipio, por lo que no se requirió de la autorización para desincorporar.   

SEXTO. Ahora bien, de conformidad con la legislación vigente, los municipios mantienen la facultad para aprobar, con arreglo a la ley, las concesiones a los particulares para que éstos presten los servicios públicos municipales, lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el artículo 158 U, fracción IV, inciso 4, de la constitución política local, en relación con el artículo 102 fracción IV inciso 4 del Código Municipal para el estado.

SÉPTIMO. Por otra parte, es de señalarse que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 67 fracción IX inciso B de la Constitución Política local, es facultad del Congreso expedir, reformar, derogar y abrogar leyes y decretos en materia municipal, y que el objeto de dichas leyes o decretos, será entre otros el de establecer en que casos se requiere el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo mayor al período del Ayuntamiento.

Ahora bien, de conformidad con lo que dispone el artículo 102 fracción IV, inciso 4, en relación con el artículo 235 y demás relativos del capítulo VII denominado de la concesión de servicios públicos del Código Municipal del estado, los municipios están facultados para aprobar, con arreglo a la ley, las concesiones a los particulares para que éstos presten los servicios públicos municipales, requiriendo el acuerdo del ayuntamiento.

OCTAVO. De lo anterior, se advierte que para el caso de las concesiones de servicios públicos,  sólo podrá otorgarse mediante el acuerdo del Ayuntamiento, por el Presidente Municipal.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consideración de este Congreso, el siguiente:

DICTAMEN

PRIMERO. Que con fundamento en lo expuesto y fundado esta Comisión considera que el ayuntamiento del municipio de Sabinas, Coahuila, observo las disposiciones aplicables para el contrato de concesión del servicio público de recolección de basura, celebrado entre dicho municipio y la Empresa Promotora Ambiental S. A.
SEGUNDO. Que de conformidad con lo dispuesto por los artículo 67 fracción IX, inciso b de la constitución política local, en relación con los artículos 102 fracción I inciso 11, 235 del Código Municipal, los municipios tienen la facultad de aprobar con el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los ayuntamientos los actos o convenios que comprometan al municipio por un plazo mayor período del ayuntamiento.

TERCERO. Comuníquese el presente dictamen al C. Presidente Municipal del ayuntamiento de Sabinas, Coahuila, mediante copia certificada del mismo, la cual será enviada vía correo certificado por conducto de oficialía Mayor al domicilio que ocupa la presidencia municipal de dicho ayuntamiento. 
Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila septiembre     del año 2003.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza

Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal
Dip. Luis Fernando Salazar Fernández

Dip. Jesús de León Tello

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, en relación al escrito que suscribe el Diputado José Guadalupe Saldaña Padilla, mediante el cual presenta formal denuncia de Juicio Político en contra del Licenciado Sergio Gama Domínguez, por acciones realizadas por el citado profesionista y que redundan en perjuicio de los intereses públicos fundamentales, violando gravemente y de manera sistemática las garantías individuales y sociales en el desempeño del cargo de Delegado Regional de la zona centro de la Procuraduría General de Justicia en el Estado, con residencia en la ciudad de Monclova, Coahuila.

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 8° de Julio del año 2003, se dio cuenta del escrito que suscribe el Diputado José Guadalupe Saldaña Padilla, mediante el cual presenta formal denuncia de Juicio Político en contra del Licenciado Sergio Gama Domínguez, por acciones realizadas por el citado profesionista y que redundan en perjuicio de los intereses públicos fundamentales, violando gravemente y de manera sistemática las garantías individuales y sociales en el desempeño del cargo de Delegado Regional de la zona centro de la Procuraduría General de Justicia en el Estado, con residencia en la ciudad de Monclova, Coahuila.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la mesa directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó el expediente a esta Comisión, para los efectos legales procedentes.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de acuerdo con lo previsto por los artículos 41 y 42, apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que se anexa al presente dictamen formando parte del mismo, el escrito que presenta el Diputado José Guadalupe Saldaña Padilla, el cual se tiene íntegramente por reproducido. 

TERCERO. La solicitud de que este Congreso inicie juicio político, tiene su fundamento en los artículos 6, 7, 8, 9, 10, 11, 14 y 30 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila. Por lo cual resulta conveniente se analice en primer término, los requisitos y condiciones necesarios, para que se pueda estar en posibilidades de iniciar, en contra de un servidor público, juicio político. 

CUARTO. Que de conformidad, con lo que señala el artículo 6 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, “Son sujetos de juicio político: los Diputados del Congreso del Estado; el Gobernador del Estado; los secretarios del ramo; el Procurador General de Justicia; los subsecretarios; los subprocuradores de justicia; los directores generales y los directores de las dependencias del Poder Ejecutivo; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; los Magistrados del Tribunal Electoral; los Magistrados de los Tribunales Unitarios de Distrito; los Jueces de Primera Instancia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos del estado; los integrantes de los Consejos Municipales; los directores generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales y paramunicipales y los consejeros electorales propietarios del Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila.”

QUINTO. Ahora bien, la persona a quien el denunciante se refiere en su escrito, no se encuentra dentro de los servidores públicos que pueden ser sujetos de juicio político o bien para que este Congreso conozca de un procedimiento para la declaratoria de procedencia en materia penal. Por lo que la denuncia ante esta soberanía ningún efecto puede producir.

SEXTO. Que no obstante lo anterior, es necesario precisar que la propia ley en cita señala en los artículos 2, 3, 51 y 53 confieren a la Procuraduría General de Justicia del Estado la facultad de incoar juicio de responsabilidad administrativa a sus servidores públicos, en consecuencia y debido al interés de este Congreso por impulsar el respeto a los derechos humanos, se considera necesario dar vista de lo anterior al C. Procurador General Justicia del Estado, a fin  de tome conocimiento de la denuncia que presenta el diputado José Guadalupe Saldaña Padilla.

SÉPTIMO. Por lo que, de los anteriores razonamientos se concluye la improcedencia de la solicitud de un Juicio Político en contra del Licenciado Sergio Gama Domínguez. 

En tal virtud, la denuncia de merito ningún efecto puede producir ante esta instancia, dejándose a salvo los derechos de la denunciante para ejercitarlos por la vía correspondiente, que en este caso corresponde a la Procuraduría General de Justicia del Estado.
Por los motivos, razones y fundamentos expuestos, ésta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales con fundamento en los artículos 163 de la Constitución Política del Estado y el artículo 6° y 31 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales somete para su discusión y en su caso aprobación el siguiente proyecto de:

D I C T A M E N 

PRIMERO. La denuncia interpuesta en contra del Licenciado Sergio Gama Domínguez, Delegado Regional en la zona centro de la Procuraduría General de Justicia del Estado; es improcedente en virtud de que, no se encuentra dentro de los servidores públicos que pueden ser sujetos de juicio político o bien para que este Congreso conozca de un procedimiento para la declaratoria de procedencia en materia penal. Por lo que dése vista al C. Procurador General Justicia del Estado, a fin  de tome conocimiento de la denuncia que presenta el diputado José Guadalupe Saldaña Padilla.

SEGUNDO. Comuníquese el presente dictamen al C. Procurador General Justicia del Estado y al C. Diputado José Guadalupe Saldaña Padilla, mediante copia certificada del mismo, la cual será enviada vía correo certificado por conducto de Oficialía Mayor de este Congreso, al domicilio que ocupa la procuraduría General de Justicia y al Diputado Saldaña Padilla, al domicilio ubicado en calle Avenida de la Revolución Mexicana número 1508, colonia ampliación Las Flores en la ciudad de Monclova, Coahuila

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Támez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, Diputado Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila septiembre    del año 2003.
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